Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 8 minutos) 


La Comisión tiene el gusto de recibir a los representantes de la Mesa Coordinadora de Cajas 
de Auxilio y Seguros Convencionales. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Soy Presidente de la Mesa Coordinadora de Cajas de Auxilio y Seguros 
Convencionales. En primer lugar va a hacer uso de la palabra el compañero José Álvez, para hablar 
sobre seguridad social y algunos temas relacionados con este asunto. La segunda intervención la hará 
la compañera Raquel Pintos, quien analizará el proyecto que presentamos ante esta Comisión, como 
ya lo hicimos en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR ÁLVEZ.- Integro la Mesa Coordinadora de Cajas de Auxilio y Seguros Convencionales en 
representación de los trabajadores de la industria farmacéutica, que son más de 3.000, nucleados en 
40 empresas del sector. 


El día 8 de junio comparecimos ante la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la 
Cámara de Representantes y dijimos que los antecedentes de las cajas de auxilio se encuentran en los 
Convenios 24 y 130 de la OIT. El artículo 13 del Convenio N* 130 define la asistencia médica a la que 
tienen derecho los trabajadores y establece que deberá comprender, por lo menos, la asistencia 
médica integral, la asistencia por especialistas, el suministro de los productos farmacéuticos, la 
hospitalización, la asistencia odontológica y la readaptación médica, incluidos el suministro y el 
mantenimiento de aparatos de prótesis y de ortopedia. En los artículos 18 y siguientes del Convenio N 
130 se establece que las prestaciones monetarias por enfermedad a servir a los beneficiarios deberán 
brindar una suficiencia mínima para afrontar la contingencia de la pérdida salarial. Y el artículo 24 del 
mismo Convenio determina que la prestación deberá ser suficiente para asegurar a la familia 
condiciones de vida sanas y convenientes. 


Reiteramos aquí estas normas, porque queremos reafirmar dos conceptos. El primero es que 
al día de hoy el Estado uruguayo, que ha ratificado ese Convenio, no cumple a cabalidad sus términos 
y debe avanzar en la incorporación de sus postulados a la situación de todos los trabajadores. Pero 
también hay que entender, a partir del Convenio N* 130, que la asistencia médica y las prestaciones 
monetarias por enfermedad -así las define- son un conjunto de derechos de los trabajadores que no 
pueden desmembrarse. El propio literal K) del artículo 1% del Convenio dice que la asistencia médica 
comprende los servicios conexos, es decir, no puede afirmarse que los derechos de seguridad social 
de los trabajadores en lo relativo a la salud se agotan cuando les cubrimos la cuota mutual y nos 
desentendemos de la asistencia odontológica, de la readaptación médica y de las demás prestaciones. 


Desde ese punto de vista, entonces, si bien no venimos a discutir aquí si la creación del 
Fonasa representa un avance significativo del sistema de salud en general, queremos destacar que en 
cuanto al cumplimiento del Convenio N* 130 no se pueden considerar solo los derechos de acceso a 
la cobertura mutual, sino que se debe ver todo el conjunto de los derechos de la asistencia médica y 
prestaciones por enfermedad. Y mirando todo ese conjunto, es lamentable que luego de veinticinco 
años de recuperada la democracia, las prestaciones de enfermedad a los trabajadores, al menos a los 
de la actividad privada no comprendidos en cajas de auxilio, no han tenido avances, salvo la inclusión 
de los hijos menores en la cobertura mutual, que se otorga a cambio de un mayor aporte de 1,5% y 3% 
solo de los propios trabajadores y no de un mayor aporte patronal. Es más, en algún sentido estamos 
peor, dado que el tope para el subsidio de enfermedad ahora es de tres Bases de Prestaciones y 
Contribuciones, que es mucho menos, en términos de poder adquisitivo, que los tres Salarios Mínimos 
Nacionales previstos originalmente por el Decreto-Ley N* 14.407, que -cabe recordar- es del año 1975. 
Esto constituye un claro incumplimiento del principio de suficiencia previsto en el artículo 24 del 
Convenio N* 130 de la OIT, que dice que la prestación deberá ser suficiente para asegurar a la familia 
condiciones de vida sanas y convenientes. También se desprende de lo dicho que aumentar hoy ese 
subsidio a 8 BPC, como se dice que es intención del Poder Ejecutivo -aunque solo se dice como 
promesa, sin fecha- significaría nada más que retornar a un monto casi igual a aquel tope instaurado 


durante la dictadura, ya que serían algo más de $ 13.000 líquidos, o sea, casi tres Salarios Mínimos 
Nacionales actuales. De manera que no estaríamos tampoco ante un gran avance. 


Sin embargo, ese mismo Estado que limita las prestaciones por enfermedad de los 
trabajadores de la actividad privada comprendidos en el BPS, otorga un subsidio por enfermedad 
equivalente al 100% del salario de actividad a la totalidad de la plantilla de trabajadores públicos, desde 
la Administración Central hasta los Entes Autónomos, incluyendo a Legisladores y funcionarios del 
Parlamento, Poder Judicial, etcétera. De manera que en el país coexisten varios sistemas de cobertura 
de enfermedad, con diferencias notorias en cuanto a la suficiencia: A) Sistema para los servidores 
públicos, con cobertura del 100% del salario en caso de enfermedad y otros beneficios propios de la 
repartición en la que están, que en muchos casos comprenden asistencia odontológica y otras para el 
funcionario y su familia. Este sistema se financia con recursos presupuestales, o sea, con impuestos 
que pagamos todos. B) Sistema del Banco de Previsión Social para los trabajadores privados que paga 
el 70% del salario a partir del cuarto día de enfermedad continuada, pero con el tope ya visto para el 
subsidio de tres Bases de Prestaciones y Contribuciones mensuales, que son menos de $ 5.000 
líquidos. Este sistema, además, se quedó sin una financiación específica, a partir de que la Ley N9 
18.211 cambió el destino de los aportes de la ex DISSE, imputándose ahora todos los aportes al 
financiamiento de la cuota mutual a través del FONASA. C) Sistema de las Cajas de Auxilio que en 
todos los casos cubre el subsidio por enfermedad proporcional al salario de actividad y en forma 
suficiente, además de asistencia odontológica, reintegro de tiques y otros beneficios superiores a la ex 
DISSE. Este sistema se financia con los aportes de los propios trabajadores y de las empresas y es 
administrado por estos, según lo previsto por el artículo 6* del Convenio Internacional 130. 


De manera que cuando se habla de solidaridad, universalidad y equidad, como argumentó el 
señor Ministro de Salud Pública, para decir que las cajas de auxilio no son solidarias, se debe mirar 
todo el sistema en su conjunto y no solo el Fonasa. Es decir, se debe mirar el fondo común desde 
donde se financian todas las prestaciones, que es la gran caja de auxilio de todos los trabajadores del 
país. En esta gran caja de auxilio están todos los trabajadores, pero no todos los que están aportan lo 
mismo, ni todos los que aportan reciben lo mismo. Veamos por qué. Por ejemplo, los trabajadores del 
Ministerio de Defensa Nacional del interior del país, que son más de 60.000, no aportan al Fonasa, 
pero reciben prestaciones para el núcleo familiar más beneficiosas que los demás trabajadores. 
¿Cómo se financian estos beneficios? Se financian en su mayor parte con aportes del Tesoro Nacional, 
por vía de asignaciones presupuestales a los Incisos respectivos. Los demás trabajadores estatales, tal 
como vimos, aportan lo mismo que los privados pero reciben prestaciones superiores de subsidio por 
enfermedad y asistencia médica y odontológica, según la repartición donde prestan funciones. ¿De 
dónde salen los fondos para financiar esas prestaciones? También salen del Tesoro Nacional, vía 
presupuesto. 


Además, está el caso de los trabajadores rurales, monotributistas y pequeñas empresas que, 
como lo detallamos en nuestra comparecencia ante la Comisión de Salud y Asistencia Social de la 
Cámara de Representantes -y tal como figura en la versión taquigráfica- aportan al sistema en base a 
fictos muy reducidos, en tanto reciben prestaciones iguales a los demás beneficiarios de su categoría. 


Finalmente, el propio Fonasa, según dispone el inciso final del artículo 60 de la Ley N 
18.211, financiará su déficit con aportes del Tesoro Nacional, por lo que sus beneficiarios cuentan 
también con un subsidio parcial de la gran caja de auxilio. 


En el Capítulo de quienes no están incluidos, hay una gran población de trabajadores, los 
informales, los que no aportan al sistema -por lo menos, eso es lo que ellos creen- y que, según 
recientes declaraciones del Presidente del Banco de Previsión Social, se estima que a fines del 2009 
son 331.348. Esos uruguayos, en principio, no reciben beneficios de salud, pero solo en principio, 
porque si son retirados policiales, militares o usuarios de ASSE, igualmente pueden recibir 
prestaciones, por lo cual no están muy interesados en entrar al Fonasa. Para ellos también tenemos 
noticias. 


Ahora bien, ¿quiénes son los que aportan a esa gran caja de auxilio que solventa el déficit de 
todos esos subsistemas que no alcanzan a autofinanciar sus prestaciones? Somos todos los 
uruguayos por la vía de los impuestos. Por lo tanto, la gran caja de auxilio está financiada tanto por los 


que reciben beneficios del sistema como por los 331.348 trabajadores informales que no aportan, pero 
que sí aportan sin saberlo cuando compran en el supermercado y se les aplica el IVA; en ese caso, 
también, hay una solidaridad, pero inversa y regresiva. O sea que quienes no perciben cobertura de 
cuota mutual ni subsidio por enfermedad, igualmente aportan indirectamente, sin saberlo, por la vía de 
impuestos, para financiar las prestaciones de quienes sí las reciben. 


Dentro de muy poco tiempo se discutirá a nivel de Comisión el Presupuesto Nacional 
Quinquenal propuesto por el Poder Ejecutivo. Cuando se apruebe, dentro de las múltiples partidas de 
gastos de los diversos Incisos, estará dispersa, subsumida y sin revelarse, la financiación de esta gran 
caja de auxilio del Estado, a través de derogaciones y renuncias fiscales. Los señores Senadores se 
preguntarán: ¿acaso estamos promoviendo que se reduzcan las prestaciones de quienes reciben más, 
O que se aumenten los aportes de quienes contribuyen por fictos? No, de ninguna manera. Nosotros 
asumimos que cuando el Legislador consagró esas asimetrías, lo hizo por un fin social que lo 
justificaba. Simplemente, señalamos que el sistema en su conjunto no es tan universal ni tan solidario 
ni tan equitativo como se nos dice. Pero sí reafirmamos que tampoco se puede permitir que por la vía 
de quitarle los recursos a la caja de auxilio, se recorten las prestaciones de los trabajadores amparados 
por estas. Sería como repetir ahora, en democracia, la misma historia que se vivió durante la dictadura; 
se desarticularon instituciones creadas por trabajadores, se rebajaron las prestaciones, se disolvieron 
más de una docena de cajas de auxilio, se intervinieron otras. Esas prestaciones disminuyeron por 
debajo de los niveles de suficiencia que tienen ahora en pos de la estatización de un sistema. Hoy se 
pretende la estatización de las cajas de auxilio aunque, en rigor, solo se pretende estatizar sus 
ingresos. Su único pecado es ser autosuficientes y, por lo tanto, ser pretendidos sus ingresos para 
mejorar las cuentas del Fonasa. 


Se ha dicho -tanto por parte del Ministro de Salud Pública como por representantes del Poder 
Ejecutivo en la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes- que 
hay muchas cajas de auxilio en proceso de cierre por problemas de gestión. También se ha señalado 
que no se aportaron datos más precisos porque muchas cajas de auxilio no suministraban información. 
Lo cierto es que se han dicho muchas cosas, pero no se han demostrado. Si por problemas de gestión 
se entiende no otorgar las prestaciones que la ley les exige como mínimo, entonces no es cierto que 
haya cajas de auxilio en esa situación. Vale recordar que están controladas por el Banco de Previsión 
Social y deben suministrar, como mínimo, prestaciones iguales a las que ofrece el sistema estatal. En 
caso de no hacerlo son intervenidas y liquidadas, por lo cual sobreviven solo si cumplen su objetivo 
legal mínimo. Es por ese motivo que, reitero, son controladas por el Banco de Previsión Social y por el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Estos organismos tienen potestades para estar informados 
sobre la gestión de las cajas de auxilio, por lo que no es legítimo aseverar que no se tienen los datos 
por causa de los propios administrados. También se ha señalado que hay cajas que brindan menores 
prestaciones que el Fonasa por no cubrir la cuota mutual a los hijos de los afiliados. Ante esto 
respondemos que eso es así, en muchos casos, porque las cajas no están autorizadas por ley a 
recaudar el aporte adicional para esos fines creados por la Ley N* 18.211, aunque muchas igualmente 
cubren a los hijos de afiliados. 


Si se pretende sustraer los ingresos que por vía de aportes perciben las cajas a la vez que se 
las obliga a otorgar las prestaciones por enfermedad, como se plantea en el anteproyecto que nos 
presentó la semana pasada el Ministro de Salud Pública, las cajas dejarán de ser viables, no serán 
sostenibles en el tiempo. ¿Qué hará el Poder Ejecutivo si pasan a no ser viables por fuerza de una ley? 
Según ese anteproyecto, si en un plazo de ciento veinte días las cajas no demuestran viabilidad, se las 
liquidará. Quiere decir que se confiscarán los fondos ahorrados por los trabajadores. Este anteproyecto 
se parece a la crónica de una muerte anunciada, aunque en su exposición de motivos, dice: “Se 
permite a estas experiencias participativas de larga data a nivel de empresas o ramas de actividad que 
continúen sirviendo otros beneficios”. Es legítimo, entonces, que nos preguntemos: ¿es que este 
Gobierno ve con malos ojos los fondos ahorrados por los trabajadores y quiere confiscarlos en todos 
los casos? Creemos que esto no es así en todos los casos, porque hace pocos días este propio 
Parlamento aprobó una ley por la cual se establecen cambios en las normas que regulan los fondos de 
ahorro previsional manejados por las AFAP. En el mensaje que acompañaba ese proyecto, el Poder 
Ejecutivo habilitó a que esos cambios permitieran “rentabilizar los ahorros de los uruguayos con miras 
a un mayor bienestar a la hora del retiro”. Nos parece contradictorio que el mismo Gobierno que ve con 
buenos ojos los ahorros previsionales de los trabajadores, administrados por sociedades financieras 
con fines de lucro -como lo son las sociedades anónimas que administran las AFAP- quiera liquidar los 
fondos ahorrados por los trabajadores administrados por entidades participativas y sin fines de lucro, 


como son las cajas de auxilio. Recordemos que los aportes de los trabajadores al fondo de ahorro 
previsional de las AFAP son recaudados en forma obligatoria por el Banco de Previsión Social y 
volcados, luego, sin costo para las AFAP, mientras que los aportes a las cajas de auxilio son 
recaudados por estas, las que, además, tributan actualmente el 0.5% al Banco de Previsión Social. 
También aquí hay una asimetría evidente y un tratamiento desigual, porque en un caso se elogia y se 
pretende fortalecer los fondos ahorrados por los trabajadores, y en el otro se los descalifica como 
antisolidarios y se pretende quitarles sus aportes genuinos y confiscarlos luego. 


Como conclusión, nosotros reafirmamos que este Parlamento también deberá legislar en 
forma particular para los sectores que tienen cajas de auxilio o seguros convencionales, manteniendo 
sus fuentes de recursos de manera que no se rebajen las prestaciones de seguridad social que 
perciben los trabajadores amparados. Es necesario y es de estricta justicia. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Deseo recordarles que, tal como se les explicó por Secretaría, hay otra 
delegación cuyo horario también se estipuló previamente y ya ha llegado. 


SEÑORA PINTOS.- Voy a ser breve. 


Trabajo en la Mesa Coordinadora desde hace mucho más de diez años, desde su inicio. 
Además, soy administradora del seguro de enfermedad de los trabajadores de la salud, que son 
trabajadores no técnicos de la salud privada. Hablamos de 40 instituciones y de 8.500 trabajadores. 
Todas las preocupaciones manifestadas por los compañeros que me precedieron en el uso de la 
palabra han sido tratadas exhaustivamente por nosotros, porque consideramos que hay un problema 
grave. De esta preocupación nació una propuesta que también fue recogida por otras organizaciones 
de trabajadores, como el PIT-CNT, y por gremios como la FEMI, el SMU y las Sociedades Anestésico- 
Quirúrgicas. Creemos que la propuesta que nosotros hemos elaborado -que nació con el respaldo 
unánime de todo el plenario nacional, en una sesión realizada el día 3 de febrero de 2010- es una muy 
buena salida para esta problemática que planteamos, que se genera por la implementación de la Ley 
N* 18.211. Esta ley en sí misma no es un problema, pero sí lo es su implementación y cómo afecta a 
nuestros organismos. Esto preocupa a nuestros beneficiarios y creo que la propuesta que hoy traemos 
al Senado -ya lo hemos manifestado ampliamente en la Cámara baja- sirve para que el Gobierno 
encuentre una salida a una situación que consideramos muy delicada. Nosotros creemos que esta 
propuesta que formulamos cumple con la filosofía de la ley y con la que siempre ha tenido el Gobierno, 
de manera que, progresivamente, todos los trabajadores queden incorporados al Sistema Nacional 
Integrado de Salud aportando a un fondo único obligatorio con criterios de capacidad contributiva, sin 
que ello implique la pérdida de beneficios de la seguridad social e inequidades dentro del conjunto de 
trabajadores, tema que ya hemos podido desarrollar. 


El primer punto de nuestra propuesta señala que todos los trabajadores de las cajas de 
auxilio pasarán a ser usuarios del Sistema Nacional Integrado de Salud con los mismos derechos y 
obligaciones en cuanto a la cobertura médica propia y de su familia. 


En el segundo punto expresamos que la Junta Nacional de Salud remitirá a cada caja de 
auxilio el respectivo padrón de usuario con el monto del precio que, por franja de edad y sexo, esta 
deba pagar mensualmente a los prestadores por las cuotas de salud correspondientes a sus tributarios, 
que incluyen: cápitas, metas, aportes al Fondo Nacional de Recursos e IVA de los trabajadores e hijos 
menores de dieciocho años y discapacitados de cualquier edad. Quiero aclarar que si ocurre lo que 
expresa la ley con respecto a los trabajadores -recuerden los señores Senadores que el Estado no 
paga IVA- la caja de auxilio deberá reembolsar a la Junasa dicho monto en el correr de los diez días de 
recibido el padrón. No es una venta de servicios, sino un aporte especial. No se pagará más de una 
cuota de salud por cada usuario. En caso de que el usuario integre varios padrones y exista pluralidad 
de pagadores -por aportar el trabajador o su cónyuge a más de un sistema- el costo de la cuota se 
distribuirá entre las instituciones receptoras de los aportes, en forma a determinar en la 
reglamentación. 


Complementariamente y en el mismo momento de pago de las cuotas salud, cada caja 
deberá efectuar otro aporte mensual que se determinará en función del salario promedio de cada caja 
de auxilio, reflejado en los ingresos totales por aporte de cada una. Esto es un aporte solidario, 
también, para el sistema. Nosotros hemos propuesto que cada caja aporte, de acuerdo con su nivel 
contributivo; recuerden los señores Senadores que las cajas agrupan a muchos trabajadores de 
diversas áreas de la actividad privada, como la industria, la salud, el cuero o la química, y los niveles 
salariales y de ingreso de aportes por estos salarios son distintos. Todos tenemos distintos ingresos. 
En esta propuesta nosotros manejamos una franja que, consideramos, es una forma de que cada uno, 
de acuerdo con su capacidad contributiva, pueda contribuir con el sistema. Entonces, creamos franjas 
para poder hacerlo así. Las cajas de auxilio quedarían facultadas a aumentar el aporte de los 
trabajadores previsto en el Decreto Ley N* 14.407 hasta un 4,5% en el caso de que no tengan hijos 
menores de dieciocho años a su cargo o hijos discapacitados, y hasta un 6% en los casos en que sí los 
tuviera. También tendrán la facultad de recaudar las sumas necesarias para incluir a los cónyuges, de 
conformidad con los cronogramas de incorporación de beneficiarios que prevé la Ley N* 18.211 y sus 
reglamentaciones. Quiere decir que toda vez que el sistema otorgue un nuevo beneficio, nosotros 
también lo podemos incluir. 


De esta forma, las cajas de auxilio mantendrán su objeto, su autonomía de gestión y 
financiera, y podrán cumplir con aquellas prestaciones de seguridad social autorizadas en sus 
estatutos, así como otras que se puedan incorporar conforme al principio establecido en el artículo 2" 
del Decreto-Ley  N* 15.611. Por su parte, las cajas de auxilio mantendrán todas las exoneraciones 
tributarias -IRAE, Impuesto al Patrimonio- los subsidios y las demás prestaciones, así como la 
exoneración del Impuesto a la Renta. 


Nuestra propuesta tiene muchas ventajas. La primera es que no se suprimen las instituciones 
de seguridad social creadas en beneficio de los trabajadores y que han funcionado en nuestro país 
desde el año 1940. Asimismo, se logra incorporar a los trabajadores afiliados a las cajas de auxilio al 
Sistema Nacional Integrado de Salud, sin costo para el Estado. También se consigue un aporte 
complementario de los trabajadores al Fonasa, en función de su capacidad contributiva. El Banco de 
Previsión Social no tiene que asumir los costos de todas las demás prestaciones de la seguridad social 
vinculadas con la enfermedad del trabajador, tales como el subsidio por enfermedad, lentes, prótesis, 
prótesis externas, asistencia especial, sillas de ruedas, etcétera. Dichas prestaciones siguen siendo de 
cargo de las cajas de auxilio. El Banco de Previsión Social sigue recibiendo, por parte de las cajas, los 
aportes jubilatorios correspondientes a los subsidios por enfermedad, que ascienden al 22,75% sobre 
el monto de subsidio, y también sigue percibiendo el 0,5% sobre los aportes recaudados por las cajas 
de auxilio, de acuerdo con el artículo 44 del Decreto-Ley N* 14.407. 


A su vez, se mantendría un sistema de libre opción del prestador y se eliminaría la doble 
afiliación. 


En definitiva, esta es nuestra propuesta; hemos trabajado en ella y la vemos viable para 
solucionar el problema que se nos presenta, tanto a nosotros como a las instituciones y a los 
beneficiarios, pero también al Legislador, que queda en una situación sumamente delicada. Considero 
que el Gobierno deberá pensar seriamente sobre este tema, pero insistimos en que esta es una buena 
alternativa. 


Muchas gracias. 


SEÑOR FIGUEIRA.- Mi nombre es Ruben Figueira y soy integrante de Casseco. Me acompañan el 
señor Mario Sosa, representante de los trabajadores de Fanapel; la señora Carmen Sande, por Casa 
de Galicia; la Doctora Marta Moraes, integrante de FEMI; el señor Ruben Fuentes, representante de la 
Fábrica Nacional de Papel; el señor José Piovano, de Paycueros, Paysandú; y el señor Daniel Toranza, 
representante de la Médica Uruguaya. 


Como los señores Senadores apreciarán, el espectro es variado; se trata de 50.000 
aportantes, 200.000 beneficiarios y 200 empresas. 


Con la señora Presidenta nos conocemos desde el año 2007, cuando llevamos nuestro 
planteo en reconocimiento de las cajas de seguro por enfermedad, olvidadas cuando se creó el 
Sistema Nacional Integrado de Salud aunque, de todas formas, fueron incorporadas dentro del ámbito 
legislativo. 


Hemos venido a plantear la necesidad de que se tenga en cuenta a estos 200.000 
beneficiarios de las cajas de seguro por enfermedad. Pretendemos que se cree un ámbito democrático 
en el que participen todas las fuerzas políticas para que estas cajas sean incluidas en un Sistema 
Nacional Integrado de Salud que vino para quedarse. Desde el principio, ese ha sido nuestro reclamo. 
Quizá la señora Senadora no lo recuerde, pero desde el año 2007 siempre clamamos por contar con 
un espacio e integrar el sistema. 


Luego de esta acotación, quedamos enteramente a disposición de los señores Senadores 
para entablar un diálogo, pues consideramos que ese es el único instrumento válido en cualquier 
sociedad democrática y que ni los verticalazos ni la mano de yeso son la solución para determinados 
problemas conflictivos. Precisamente, son conflictivos desde el año 2007 porque el Parlamento no 
supo adoptar una decisión y dio plazo al Poder Ejecutivo, durante todo el período pasado, para 
alcanzar esa solución que, lamentablemente, no se ha hallado, por lo que hoy nos encontramos en la 
cruz de los caminos. 


No quiero continuar porque los tiempos son cortos. 
Muchas gracias. 


SEÑOR AGAZZI.- Nuestros invitados representan a la Mesa Coordinadora de Cajas de Auxilio y 
Seguros Convencionales. Precisamente, la Mesa es una estructura. Me pregunto si hay otras cajas que 
no integran dicha Mesa. ¿Todas las cajas forman parte de la Mesa por su libre determinación? 


(Dialogados) 


SEÑOR FIGUEIRA.- Está bien cuidar a los funcionarios. Nosotros hacemos lo mismo a la hora de 
administrar los bienes de los trabajadores y patrones para beneficio del trabajador y su familia. En ese 
sentido, siempre hemos quebrado una lanza. 


Retomando el tema, debo señalar que todas las cajas están integradas  -tenemos la 
satisfacción de decirlo- excepto las del sistema financiero que encontraron una solución entre ABU y 
AEBU, dejando algunas secuelas un poco raras en cajas como Caifin, Porto Seguro y ANDA que, por 
aportar a la Caja Bancaria, tuvieron serios problemas para su incorporación. Esa es otra etapa que, si 
los señores Senadores desean, puedo aclarar. 


También cabe señalar que el Directorio del Banco de Previsión Social tuvo algunas actitudes 
que nosotros denunciamos a nivel de la Cámara de Representantes, pues había decretado la 
liquidación de una de esas cajas, de CAIFIN. Previa denuncia del Diputado Trobo en la Comisión de 
Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Diputados, se frenó la acción de la comisión 
liquidadora; quiere decir que habían ido por la reserva de esas cajas. 


En fin, no quiero entreverar los temas, pues este último es muy engorroso como para 
explicarlo en pocos minutos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero señalar que cuando llegue algún proyecto del Poder Ejecutivo sobre 
este tema, seguramente no va a ser tratado solo en la Comisión de Salud Pública del Senado. En el 
período anterior se trató en la Comisión de Hacienda que estuvo integrada con su par de Salud 
Pública. De todas formas, a efectos de encontrar una solución -creo que ustedes están informados de 
ello- se está trabajando al mismo tiempo a nivel de tres Ministerios: Economía y Finanzas, Trabajo y 
Seguridad Social y Salud Pública. 


En síntesis, para nosotros es de gran valor contar con vuestra propuesta y dejamos abierta la 
posibilidad de diálogo. Nosotros habíamos acordado un tiempo y ahora debemos recibir a otra 
delegación que viene a formular el mismo planteo. Eso no quita que más adelante ustedes tengan las 
puertas abiertas y nosotros la posibilidad de convocarlos para desarrollar algún aspecto que sirva para 
aclarar el tema al conjunto de los miembros de la Comisión. 


Por otro lado, señalo que recuerdo bien lo ocurrido. 
SEÑOR FIGUEIRA.- Esperamos y anhelamos que así sea, pues lo precisamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muchas gracias por sus aportes. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Mesa Coordinadora de Cajas de Auxilio y 
Seguros Convencionales) 


Material proporcionado por la Mesa Coordinadora de Cajas de Auxilio y Seguros Convencionales 
(Ingresan a Sala representantes del Sindicato Médico del Uruguay) 


La Comisión de Salud Pública del Senado tiene el agrado de recibir a los representantes del 
Sindicato Médico del Uruguay. 


Sin más trámite, les cedemos la palabra. 


SEÑOR FRASCHINI.- Soy el Doctor Martín Fraschini, Vicepresidente del Sindicato Médico del 
Uruguay. En el día de hoy, representando al cuerpo médico nacional, me acompañan la Doctora Estela 
Puig, Vicepresidenta de la Caja de Auxilio Casemed; el Doctor Carlos Cardozo, dirigente de FEMI, y el 
Doctor José Luis Iraola, Presidente de Casemed. 


La solicitud de entrevista que cursamos a esta Comisión de Salud Pública del Senado tiene 
su origen en la enorme preocupación del cuerpo médico nacional -específicamente del Sindicato 
Médico del Uruguay como representante del mismo- y, a nuestro entender, está dirigida en tres líneas. 
Trataré de ser breve y específico porque el tiempo es escaso. 


Comienzo señalando que nuestra primera preocupación está relacionada con lo que es el 
Sistema Nacional Integrado de Salud y su diseño financiero, que creemos que no va hacia buen 
puerto; sabemos que las instituciones están en equilibrio negativo. 


La segunda inquietud que tiene el cuerpo médico nacional se relaciona con lo que 
entendemos es la segunda fase de la reforma y tiene que ver con las condiciones en las que trabajan 
los médicos. Estamos trabajando muy fuertemente con respecto a ese tema en los Consejos de 
Salarios y creemos que esto significa una obligación de los médicos hacia el pueblo, por lo que 
queremos transmitirlo en este ámbito, al menos en forma general. 


La tercera preocupación tiene que ver, evidentemente, con la calidad de la asistencia que se 
está brindando en el Sistema Nacional Integrado de Salud, que creemos debe mejorar y, para ello, 
deben transformarse ciertas bases. Creo que los médicos tienen que jugar un rol activo y el tema que 
hoy nos convoca forma parte de eso que los médicos tenemos que mantener o cambiar. Los médicos 
estamos muy orgullosos de serlo; inclusive estamos orgullosos de ser médicos del pueblo uruguayo. 
Entiendo que históricamente los médicos han jugado un rol importante en este país y estamos 
orgullosos de eso, pero muchas veces no lo estamos por la forma en que estamos ejerciendo nuestra 
profesión. Queremos que lo entiendan, y por eso los médicos hemos hecho propuestas. 


Concretamente, en el Consejo de Salarios estamos hablando de cosas diferentes a lo estrictamente 
salarial, referidas a las condiciones en que el médico trabaja hoy en día. 


A modo de breve introducción, quiero decir que estamos planteando cambiar las condiciones 
de trabajo de este sistema de salud. Entendemos que es una obligación hacerlo para mejorar la calidad 
de la asistencia, tendiendo a la concentración del trabajo, a la educación médica continua y a instaurar 
políticas de género, que son muy importantes, inclusive para nuestras colegas médicas. Hay que llevar 
adelante todas aquellas políticas que han sido expresadas estrictamente en el Consejo de Salarios y 
que requieren una financiación estricta por parte del sistema de salud, que debe ser corregido para que 
se genere una calidad de asistencia mejor en el Uruguay. 


También nos convoca -y es parte de las condiciones de trabajo que tenemos que preservar- 
el subsidio por enfermedad. Hoy en día, cuando los colegas se enferman, reciben el cien por ciento de 
su salario por concepto de licencia por enfermedad. Creemos que la injusticia más grande del Uruguay 
es lo que percibe un trabajador del ámbito privado inscripto en el BPS cuando se enferma, que es un 
ficto de $ 5.000. El Sindicato Médico tiene que pronunciarse sobre eso -porque este organismo 
trasciende lo estrictamente vinculado al cuerpo médico- y debe denunciarlo, porque es un déficit de 
hace muchos años que debe ser corregido. Los médicos, junto a otros trabajadores no médicos, 
corrigieron este problema y, bajo el sano juicio de la ley, crearon las cajas de auxilio, que brindan dos 
servicios básicos que ustedes conocen y sobre los que no quiero profundizar: la asistencia médica y el 
cien por ciento del subsidio por enfermedad, además de otras prestaciones secundarias, como el 
aporte de lentes, muletas, prótesis de rodilla y de cadera, que son muy importantes y que el sistema 
actual muchas veces no cubre en su totalidad. En ese sentido, entendemos que las cajas de auxilio 
son el único sistema que actualmente brinda el cien por ciento del subsidio; no existe otro. Este es un 
derecho adquirido que data de muchos años y al que los médicos no estamos dispuestos a renunciar. 
Estamos decididos a luchar hasta las últimas consecuencias, velando siempre por la integridad del 
sistema de atención a la salud, para lograr este beneficio que consideramos importante por dos 
aspectos: por la calidad del trabajo médico y por la calidad de la asistencia. Para ser muy claro, quiero 
decir que el artículo 69 de la Ley N* 18.211, que crea el Sistema Nacional Integrado de Salud, elimina 
el sistema de cajas de auxilio. Esta decisión, de carácter parlamentario y votada por todos los sectores 
políticos, genera la pérdida de todos los derechos que los médicos adquirieron, en su sano juicio, bajo 
la ley y bajo un sistema de interfase, que son las cajas de auxilio. Actualmente existen algunas 
propuestas alternativas, como la que presentó el señor Representante Radío, que refiere a la 
construcción de una nueva ley basada en la que presentó el Plenario de las Cajas de Auxilio, que 
modifica la ley aprobada, generando los mismos aportes. No voy a profundizar en este punto porque en 
la versión taquigráfica de la Comisión de Salud Pública de la Cámara de Representantes, del 12 de 
mayo, está muy bien explicado todo el fundamento de por qué esa sería una opción muy viable. Por su 
parte, el doctor Trobo también presentó un proyecto de ley que deroga el artículo 69 y mantiene el 
sistema actual con las mismas prestaciones. 


Concretamente, quiero señalar que en este momento estamos en una instancia de definición. 
Ya transcurrió la mitad del año, el Parlamento está discutiendo el Presupuesto quinquenal y se van a 
traer distintas propuestas, entre las que se encuentra esta que queremos asegurar. En ese sentido, en 
la reunión que mantuvimos con los tres Ministerios, a través del Subsecretario del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, del Subsecretario del Ministerio de Economía y Finanzas, economista Masoller, y 
del Ministro de Salud Pública, economista Olesker, se nos acercó una propuesta de proyecto de ley 
que figura en la carpeta que entregamos a los señores Senadores. Esta iniciativa, que creemos va a 
llegar al Parlamento, reglamenta la desaparición de aquellos beneficios que los médicos hemos 
logrado trabajando mucho en la construcción de las cajas de auxilio. A través de este proyecto, que 
crea un seguro adicional, se pierde el cien por ciento de los beneficios, salvo que el trabajador aporte 
un poco más del 2% de su salario para este fin. Esta sería la única manera de asegurar el cien por 
ciento del subsidio por enfermedad. Por este sistema, los médicos, aparte de todo lo que debemos 
aportar por concepto de IRPF y del resto de los impuestos, debemos contribuir con un porcentaje 
mayor para algo que ya teníamos asegurado a través del sistema de cajas de auxilio, sin sacarle dinero 
a nadie. Creemos que esto es totalmente ¡lógico. 


Quiero agregar dos aspectos que son la base de la argumentación y que, como 
representantes del Sindicato Médico, consideramos los más importantes. El primero está ligado a las 
condiciones de trabajo. Sin ninguna duda, creemos que tener el derecho a cobrar el cien por ciento del 


subsidio por enfermedad y licencia cuando un trabajador médico se enferma, es imprescindible en 
nuestro sistema de trabajo. Y esto no es algo que diga yo; lo señala la Organización Mundial de la 
Salud y está incorporado de esa manera en los sistemas desarrollados de salud. En este sentido, 
asegurar el cobro del cien por ciento del subsidio para el que cuida a los pacientes no es un beneficio 
sino un derecho y una obligación de parte del Estado uruguayo, y entendemos que así debe ser. Ahora 
quiero exponer esta situación desde el otro lado del mostrador. Cualquier señor Senador puede ser 
nuestro paciente mañana y en algún momento lo va a ser, porque la vida en la tierra tiene un inicio y un 
fin. 


SEÑORA PUIG.- Algunos ya fueron nuestros pacientes. 
SEÑOR AGAZZI.- Para eso se los forma. 


SEÑOR FRASCHINI.- Y estamos muy agradecidos de que el Estado uruguayo nos haya dado todas 
las posibilidades para ser profesionales y poder atenderlos. 


Ahora bien, queremos decir a esta Comisión, a todos los medios y a la población uruguaya 
que, con ese proyecto de ley -que el Gobierno nos manifestó que es inquebrantable, que es de hierro y 
granito- lamentablemente, para poder sostener a nuestras familias, los médicos vamos a tener que ir a 
atender enfermos a nuestros pacientes. Creo que este hecho trasciende cualquier cuestión filosófica, 
trasciende lo que significa la atención de salud. 


Por último, quiero hacer referencia a la calidad de la asistencia. Los médicos estamos 
dispuestos a cambiar la modalidad de la asistencia para mejorar su calidad, pero no estamos 
dispuestos a ir a trabajar enfermos para que esta sea menguada. Reitero que si los médicos 
trabajamos enfermos, la calidad de la asistencia se va a ver disminuida. Pensamos que esto lo tiene 
que tener bien claro el Parlamento, así como también todos los actores políticos del país. ¿Quién cuida 
al cuidador? ¿Quién cuida al médico? Los cuidadores enfermos, ¿pueden cuidar a otros enfermos? 
Esa es la reflexión que el Sindicato Médico del Uruguay quiere trasmitir en este ámbito. En lo personal 
creo que esa es la base más fuerte que tenemos sobre la mesa: los médicos no pueden ir enfermos a 
atender a sus pacientes porque si eso ocurre, podremos, en muchas ocasiones, transferirles la 
enfermedad. Esto es un hecho tanto para el paciente como para el médico. Las cajas de auxilio no se 
pueden liquidar por un capricho o por un sistema mal diseñado para financiar la salud de los 
uruguayos. Si tenemos que discutir nuevamente sobre la financiación del sistema, lo haremos, pero 
este derecho, que es un beneficio adquirido, no se puede terminar porque va a incidir en la calidad de 
la asistencia de todos los usuarios. 


SEÑORA PUIG.- Soy Vicepresidenta de la caja de auxilio de Casemed e integrante del Sindicato 
Médico del Uruguay. 


Más que nada, quiero hacer una pequeña reflexión. El cuerpo médico está envejeciendo 
igual que el resto de la población, con la agravante de que se ha sufrido una gran emigración sobre 
todo en determinadas áreas. Por lo tanto, en este momento nuestro cuerpo médico, que se ha visto 
sobreexigido en cuanto a sus tareas, se enferma más que el resto de la población, y hay varios 
trabajos que así lo demuestran. También podemos afirmar que el personal médico muere antes. El 
promedio de vida de los médicos es mucho más corto que el de la población del Uruguay en general. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En particular los pediatras. 


SEÑORA PUIG.- Correcto, pero también de otras especialidades. Podemos hablar de colegas que 
tienen 55 años con tumores de cerebro terminales, que si no fuera por la caja de auxilio, no podrían 
pagar su sustento. También tenemos que decir que los médicos son muy generosos porque, si bien 
hemos estudiado en una universidad gratuita, también estamos manteniendo nuestras fuentes 
laborales. Digo esto porque estamos haciendo aportes de nuestros salarios a muchas de las 
instituciones que, de lo contrario, no estarían brindando servicios de asistencia. Puedo afirmar que esto 
se va a ampliar en los últimos tiempos y no nos va a asombrar, porque sabemos que muchas 
instituciones van a requerir de más aportes de los salarios médicos para permanecer abiertas. Por lo 


tanto, podemos decir que nuestra carga tributaria es altísima y si cuando nos enfermemos vamos a 
tener que sobrevivir con un salario de $ 6.000, va a ser muy difícil. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CARDOZO.- Soy representante de la Federación Médica del Interior. Nuestra organización 
representa aproximadamente a 3.000 médicos cuya residencia es en el interior del país. Sabemos que 
disponemos de pocos minutos, por lo cual adelantamos que vamos a ser breves. Hemos expuesto la 
posición del médico en la Comisión de Salud Pública de la Cámara de Representantes el 12 de mayo, 
consta en la versión taquigráfica de esa sesión y no vamos a ahondar en ello. Pero desde aquella 
oportunidad a esta ha ocurrido un hecho que, a nuestro entender, amerita un cambio en la exposición. 
Me refiero a la presentación que hizo el Poder Ejecutivo la semana pasada de un anteproyecto de ley 
relacionado con el futuro de las cajas de auxilio, que no hace más que obligarnos a pronunciarnos 
categóricamente en contra como gremio médico. Lo decimos con tranquilidad, pero lo tenemos que 
decir. Este documento fue entregado por las máximas autoridades de los Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social, de Salud Pública y de Economía y Finanzas, y a nuestro entender contiene, lisa y 
llanamente, la reglamentación del cierre, a corto o mediano plazo, de las cajas de auxilio y no supone 
-al menos algo que podríamos esperar- ninguna solución para los trabajadores que hoy tienen 
garantizados estos beneficios en salud y en seguridad social, como lo establece el artículo 67 de la 
Constitución de la República. 


Quienes entregaron el proyecto de ley manifestaron que es una posición del Poder Ejecutivo 
y de la Bancada oficialista; sin embargo, nosotros tenemos versiones de que no es tan así, ya que 
hemos recibido llamados diciéndonos que no lo respaldan. Además, esta iniciativa presentada hace 
unos días es una versión retocada de un documento elaborado por las autoridades del Ministerio de 
Salud Pública en el año 2009, pero con agregados que, a nuestro entender, lo empeoran notoriamente. 
Nosotros les entregamos un informe, un análisis somero del anteproyecto que deseamos que conste 
en la versión taquigráfica y que los señores Senadores tengan en su poder. Al gremio médico del 
interior le importa destacar -sin perjuicio de ratificar lo ya defendido por la Federación y la Mesa 
Coordinadora de Cajas de Auxilio en otros ámbitos legislativos, además de constar en todas las 
versiones taquigráficas- que este anteproyecto ataca dos de los valores más significativos que ha 
logrado la Federación Médica del Interior en cuarenta años. Uno de ellos es el amparo de los 
beneficios de salud y seguridad social de los trabajadores en actividad y de su núcleo familiar, que lo 
provee la caja de auxilio, SEMI, y que, evidentemente, el Estado no brinda. Para crear una caja de 
auxilio hay que dar, como mínimo, lo que da el Estado; sin embargo, esto es bastante más y no 
creemos, con sinceridad, que pueda hacerlo siquiera en el mediano plazo. Además, ataca otra cosa: la 
rica negociación colectiva entre los médicos del interior y las instituciones de asistencia donde prestan 
sus servicios médicos. Desde hace décadas, existe en nuestra organización una cultura por la cual los 
entendimientos entre los trabajadores médicos y las empresas en materia salarial y en condiciones de 
trabajo se logran bajo los principios rectores de la recientemente promulgada ley de negociación 
colectiva. La mayoría de esos acuerdos han sido realizados por fuera de los Consejos de Salarios 
pero, por supuesto, todo lo que es materia de ellos también se ha negociado ahí. Lo que digo es que 
otras cosas que se han negociado por fuera también se han conseguido. Los trabajadores médicos y 
las empresas han ido construyendo, paulatinamente, un laudo FEMI que se ha ido aplicando y 
adaptando a lo largo de los años sin la injerencia del Estado, que rige las relaciones de trabajo de 
3.000 médicos en el interior del país y es fuente de Derecho. Rechazamos este tipo de proyectos de 
ley que ha propuesto el Poder Ejecutivo para las cajas de auxilio porque, además de hacerlas 
desaparecer, lesiona la autonomía colectiva y la libertad de negociación. Ese concepto está muy 
desarrollado en los artículos 1% y 2% de la nueva ley de negociación colectiva. Además, el Estado 
debería cumplir con el artículo 3% de esa misma ley, que establece que tiene que promover y garantizar 
que existan, no solo Consejos de Salarios, sino también negociación colectiva. No todos somos iguales 
y se pueden conseguir algunas otras cosas que no deben estar limitadas. 


En suma, la Federación Médica del Interior rechaza el proyecto del Poder Ejecutivo que 
implicará el cierre de las cajas de auxilio ahora o a corto plazo, para aquellas que tienen reservas. Se 
pondrá fin, así, a una de las mejores experiencias habidas en el país sobre participación entre 
trabajadores y empleadores en la administración de derechos de salud y seguridad social en actividad 
y, además, de buena administración de los institutos de seguridad social sin fines de lucro, que no ha 
tenido quejas de ninguna de las partes. La dictadura terminó hace ya muchos años, y desde 1985 a la 


fecha no hay ninguna denuncia de estos convenios con ningún colectivo de trabajadores y empresas 
que tengan estos acuerdos. Es muy importante recalcar este elemento: aquí no hubo presión de nadie 
que mandó, sino que todos estos convenios surgieron de un libre acuerdo. 


Además, por supuesto que rechazamos el intento de interferir en la celebración de esos 
convenios colectivos por la vía de limitar el derecho a la autonomía colectiva y a la libertad de 
negociación. Esta amenaza intervencionista en esta materia no es de los aspectos en los que 
consideramos que el Estado debe estar, como en el control de la legalidad; sobre ese tema no decimos 
una palabra. Estamos hablando de cuestiones de conveniencia; el Estado no puede decir qué es lo 
más conveniente entre dos partes para llegar a un acuerdo. Por otra parte, no lo creemos adecuado o 
apropiado porque hace menos de un año que se aprobó una ley de negociación colectiva que 
justamente busca garantizar esas cosas. 


La Federación viene aplicando estos conceptos y estos criterios en forma fehaciente desde 
hace muchos años y los vamos a defender calurosamente. Creemos, además, que los otros gremios y 
sindicatos de trabajadores del país también lo van a hacer. 


Esto es cuanto queremos decir, por razones de tiempo, señora Presidenta. Algunos de los 
aquí presentes hemos participado en Comisiones fundamentalmente de la Cámara de Diputados, 
donde hay algunos proyectos de ley que están presentados, y por supuesto que la Federación Médica 
del Interior está a las órdenes para lo que los señores Legisladores entiendan conveniente con 
respecto a este punto. 


SEÑOR IRAOLA.- Nosotros agradecemos que se nos haya recibido y, conscientes del escaso tiempo 
que tenemos, recordamos en la persona de la doctora Xavier que en el proyecto inicial de lo que fue la 
Ley N* 18.211 logramos un plazo de tres años, porque el inicio estaba previsto para el año 2008. 
Seguramente la señora Senadora y colega lo recuerda, porque ella colaboró para encontrar esa 
solución. Lamentablemente, en este plazo de tres años para resolver el artículo 69 y la desaparición, 
que muchos querían, de las cajas de auxilio, no hemos podido negociar formalmente con el Poder 
Ejecutivo. 


Uno de los aspectos que nos llama la atención está vinculado con una discusión en la que no 
participó la delegación de los trabajadores ni los representantes de las cajas de auxilio; me refiero a la 
comparecencia de los Ministerios de Economía y Finanzas, Salud Pública y de Trabajo y Seguridad 
Social ante la Comisión integrada de Hacienda y Salud Pública de la Cámara de Representantes el 26 
de junio de este año. Ese día se dio una discusión muy intensa en la que, en lugar de hablar de 
números -que es un tema que nos gustaría discutir en algún momento, porque no estamos de acuerdo 
con las cifras que maneja el Gobierno en esta materia- se habló de aspectos como la universalidad y la 
solidaridad que pretende lograr el Poder Ejecutivo con la instrumentación de este proyecto de ley que, 
tengo entendido, aún no ha sido entregado. 


Nosotros decimos que no estamos de acuerdo con que la propuesta -que se nos hizo 
llegar hace seis días- propenda a la universalidad ni a la solidaridad. ¿Por qué se pretende empezar 
por las cajas de auxilio, cuando no se afecta a los monotributistas y hay aproximadamente 300.000 
uruguayos que quedan fuera? Las cajas de auxilio no le cuestan nada al Estado. Como recién 
mencioné, hay 300.000 monotributistas -entre ellos trabajadores del deporte- que aportan por un ficto 
de $ 700, mientras que nosotros aportamos rigurosamente el 5% y estamos de acuerdo con 
integrarnos al Sistema Nacional Integrado de Salud aportando el 4.5% y el 6%. 


También se habla de universalidad. Uno de mis trabajos es público y cuando me enfermo 
cobro el cien por ciento del subsidio por enfermedad; supongo que a los funcionarios y a los propios 
señores Legisladores les pasará igual. Entonces, ¿por qué no sucede lo mismo en el ámbito privado? 
Me hace acordar las palabras que el Presidente Mujica pronunció cuando asumió su cargo y decía: 
¡Qué mal que hemos tratado a los trabajadores privados! Nosotros somos un ejemplo porque parecería 
que en algunos aspectos el proceso no ha sido el adecuado. Se toca o se pretende desarmar lo que 
funciona bien y no se apunta o no se nos dice que va a ser lo mismo para toda la sociedad. ¿Qué pasa 
con los funcionarios municipales de todo el país? No están incluidos en esta propuesta. ¿Qué pasa con 
los funcionarios públicos? Tampoco están incluidos. No pretendo que los funcionarios públicos no 


cobren el cien por ciento de subsidio cuando están enfermos, pero yo que lo tengo, no quiero que me 
lo saquen. 


Creo que he sido muy gráfico. He realizado estas aclaraciones porque además de lo que 
señalaron los colegas en cuanto a que tenemos derecho a no trabajar cuando estamos enfermos, 
considero que también tenemos derecho a ser tratados con la misma equidad que otros sectores de la 
población. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Antes que nada, quisiera pedirle auxilio al señor Senador Moreira 
porque aquí se afirmó que todos los Partidos habíamos votado esa ley, pero creo que no fue así. 


SEÑOR MOREIRA.- La verdad es que no recuerdo exactamente lo ocurrido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo puedo auxiliar, señor Senador Moreira: el resultado de la votación del 
artículo 69 fue de 22 en 24. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Muy bien, la felicito por la memoria. 


Por otra parte, quiero decir lo mismo que cuando estuvimos en la Mesa Coordinadora de las 
Cajas de Auxilio, antes del período electoral. Nos parece que no es una buena política arreglar lo que 
no está roto, por lo que si una institución del país funciona bien, hay que dejarla funcionar así, más aún 
cuando proviene de acuerdos y convenios libremente celebrados. El empeño de meter todo dentro de 
un sistema estatal no nos parece la mejor solución. Al contrario, creemos que hay muchos aspectos 
que revisar dentro del sistema estatal y que se debe permitir aquellos ámbitos que surgen de aportes 
que fijan los propios interesados, de verdaderas relaciones pacíficas y fructíferas entre trabajadores y 
empleados. En aquel entonces había 77 cajas de auxilio y recuerdo que en ese momento estuvimos 
trabajando con el señor Representante Trobo y algunos de nuestros asesores en materia médica. Así 
que compartimos plenamente el hecho de que ninguna caja de auxilio se incorporara al Sistema 
Nacional Integrado de Salud; forman parte del sistema en cuanto a la vigilancia y a la prestación, pero 
no en cuanto al mecanismo. Si esta funciona bien, no carguemos al Fonasa, ya que periódicamente 
hay que auxiliarlo con recursos provenientes de Rentas Generales. Este es otro tema de más clientes y 
más usuarios que funcionan bien. 


Nada más y muchas gracias. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero manifestar mi sorpresa ante la afirmación de que todos los sectores políticos 
hayan votado el artículo 69. En aquel momento asesoré al señor Senador Alfie y, si bien no discutimos 
específicamente esta norma, la posición del Partido era la de acompañar solo algunos aspectos de la 
creación del Sistema Nacional Integrado de Salud. De todos modos, insisto, no recuerdo exactamente 
cómo votó el Partido Colorado con respecto a esta disposición. 


Por otro lado, quiero dejar constancia de que en el tema de la reforma de la salud y del 
funcionamiento del cuerpo médico nunca tomo con liviandad, ni tampoco me causa buena impresión, la 
afirmación de que si tal cosa no se hace, los médicos vamos a tener que trabajar enfermos, dejar de 
cumplir con nuestro deber, faltar a la ética, etcétera. Recuerdo discusiones muy duras en torno a 
beneficios que brindaba el Fondo Nacional de Recursos porque los médicos que trabajaban en las 
IMAE que otorgaban servicios en dicho Fondo formulaban ese tipo de argumentos. Esto tiene una 
cierta connotación amenazante para con la población y no lo tomaba a bien en aquel momento, siendo 
parte del Poder Ejecutivo, y no lo tomo a bien hoy, siendo parte de la oposición. Me parece que el 
relacionamiento entre el cuerpo médico y el Estado no puede basarse en que, si no me dan lo que pido 
o lo que creo que merezco, las cosas van a ser mal hechas. Lo digo con el mayor de los respetos 
porque trato de mantener una coherencia en la forma de pensar, en aquel y en este momento. 


Gracias. 


SEÑOR FRASCHINI.- Quisiera referirme a la última intervención. Entiendo lo que plantea el señor 
Senador y nosotros estamos de acuerdo. Ocurre que la situación de la cual partimos es la de tener el 
cien por ciento de los beneficios. Entonces, cuando hay un perjuicio y se eliminan esos beneficios, se 
dan las situaciones que -lo sabemos- se han dado en otros países subdesarrollados en los que no se 
tiene el cien por ciento, donde muchos colegas concurren enfermos a trabajar. Pensamos que ir 
enfermo a trabajar para mantener un ingreso, evidentemente, genera una disminución de la calidad de 
la asistencia. Simplemente es eso lo que sentimos que debemos señalar y prevenir, a los efectos de 
que no ocurra. También deseo señalar que comparto el sentido expresado anteriormente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero advertir que el borrador que ustedes manejan, la Bancada oficialista 
todavía no lo ha recibido. Se trata de un documento que los tres Ministerios han acordado 
recientemente y que forma parte de ese diálogo -que no siempre tiene el mismo reconocimiento- 
llevado adelante por el Poder Ejecutivo con ustedes para ofrecer una alternativa. Nosotros estuvimos 
en una discusión con ambos Ministerios en este sentido, pero no conocemos la redacción final. Por lo 
tanto, ustedes traen una valoración crítica de algo que todavía no tenemos y, obviamente, tampoco los 
colegas de la oposición. Reitero que no se ha remitido un proyecto concreto, más allá de que este 
pueda haber sido planteado como el definitivo. Quiero aclarar que esta no es la Comisión a la que, 
seguramente, se destine un proyecto de esta naturaleza -independientemente de que no sabemos por 
qué Cámara podría ingresar- ya que, en general, se trata en la Comisión de Hacienda integrada con 
Salud Pública. De todas formas, este es un tema de enorme trascendencia en el que todos vamos a 
estar involucrados aunque integremos otra Comisión. La exposición que hemos escuchado ha sido de 
enorme valor para que vayamos viendo las diferentes alternativas. 


En caso de que en el Senado se vuelva a dar la misma modalidad que en la Legislatura 
pasada con respecto a la integración de la Comisión de Hacienda con la de Salud Pública, 
seguramente los volveremos a convocar, así como también si la Comisión toma alguna resolución, lo 
que habitualmente hace después de haber recibido a las delegaciones. 


SEÑOR AGAZZI.- Creo que entendí la mitad de las cosas que señalaron porque, en realidad, 
argumentaron sobre un tema que nosotros desconocemos. Para mí, como integrante de la Comisión, 
no hay nada concluido, simplemente escuché sus exposiciones; después veremos cómo marcha esto. 
El diseño del debate es complicado si primero llega la argumentación en contra de lo que tenemos que 
pensar. Me pareció que ustedes están discutiendo este tema con mucha fuerza y sienten que tienen 
derechos de distinto tipo, por lo que entiendo que vengan apasionados por una discusión que, 
nosotros, todavía no tenemos. Estamos con temperaturas distintas, nosotros los recibimos para 
escucharlos. Quiero sacar de este ámbito la aceleración con la que plantearon el tema que -reitero- 
entiendo, pero nosotros como Comisión -y creo que todos los Partidos- estamos comprometidos a 
pensar estos temas y sus fundamentos. Creo que todos estamos de acuerdo en que las reformas del 
sistema de salud tienen la intención de hacer llegar el noble trabajo que ustedes realizan a todos los 
habitantes del país, ya que hay muchos a quienes todavía no los abarca. Nosotros sabemos que están 
comprometidos en que el sistema llegue a toda la gente, porque para eso estudiaron y recibieron un 
conocimiento que es un bien de la sociedad que ustedes administran. Entonces, al organizar todo esto 
-cuando viene la letra chica- puede haber diferencias, o sea, distintos caminos a seguir. Me pareció que 
sus argumentos  -disculpen que ahora sea yo quien realice un análisis sin conocer previamente el 
texto- en una primera parte defendían la estructura jurídica de las cajas de auxilio, cómo se crearon, 
cómo funcionan, así como los factores positivos que tienen. Por otro lado, hablaron de ustedes como 
afiliados a las cajas y, luego, como trabajadores de la salud, cuando manifestaron que no quieren que 
ningún trabajador asista enfermo a su trabajo. Quiero aclarar que nadie quiere eso, ni nosotros ni 
ustedes ni tampoco los contadores o los carpinteros. 


SEÑOR IRAOLA.- Quiero señalar que esto afecta a los trabajadores que tenemos una relación de 
dependencia y que estamos en planilla. 


SEÑOR AGAZZI.- Solamente quería colaborar con su presentación, tratar de equilibrar las razones que 
han argumentado e ir introduciéndonos en este debate. Además, quiero señalar que no estuve 
presente en la discusión de la ley del Sistema Nacional Integrado de Salud. Me parece que va a haber 
instancias en las que podamos analizar este tema y seguramente ustedes van a participar porque son 
los actores directos de la salud. En realidad, esta es producto de la interacción entre ustedes y el 
paciente. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado la pasión con que realizaron su exposición estos jóvenes médicos 
que han concurrido en el día de hoy. Al igual que el señor Senador Solari, quiero decir que tengo el 
mismo respeto por la profesión de médico como por la mía, porque soy abogado, o por las otras 
profesiones liberales y los otros trabajos, porque todos merecen la misma consideración por parte de 
los Legisladores y el Gobierno. 


Me quedé preocupado por algunas consideraciones que hicieron nuestros invitados respecto 
al funcionamiento del Sistema Nacional Integrado de Salud en cuanto a las condiciones de trabajo de 
los médicos, que no solo afecta su salud sino también las prestaciones que en materia de salud 
reciben cientos de miles de uruguayos. 


También me deja realmente preocupado la consideración relativa al estado económico- 
financiero de algunas instituciones; me refiero, por ejemplo, a FEMI -que normalmente no se queja- y a 
otras instituciones bastante grandes de Montevideo. He escuchado voces al respecto y, en 
consecuencia, se prende una luz amarilla sobre algo que, según entendemos, establece equidad y 
tiene una finalidad muy buena, pero en los hechos puede estar experimentando alguna grieta que en el 
día de mañana provoque un deterioro económico-financiero, incluso, como consecuencia de las 
condiciones en que se prestan estos servicios que son de absoluta necesidad, debido a la saturación 
de los servicios, a la escasez de personal médico o por todas las razones que hemos estado 
escuchando. 


Insisto en que además del tema de las cajas de auxilio, por el cual solicitaron ser atendidos, 
me dejó preocupado ese tipo de expresiones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En todo caso podemos agendar otra instancia para analizar estos aspectos 
colaterales, pero de enorme trascendencia. El motivo de la reunión de hoy era para plantear el tema de 
las cajas de auxilio y creo que se ha cumplido, así como se ha dado la explicación de que en este 
ámbito aún no se ha instalado el debate formal. 


SEÑORA PUIG.- Como integrante de esta delegación quiero dejar claro que esto no es, en absoluto, la 
defensa corporativa de un derecho; sí se trata de la defensa de un derecho de los trabajadores de la 
salud, porque como médicos también lo somos. Repito que de ninguna manera estamos participando 
de una actitud corporativa. Pensamos que lo correcto es que la totalidad de los trabajadores de este 
país, ya sean rurales, citadinos, universitarios o no, cobre el cien por ciento de su salario cuando esté 
enfermo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de los representantes del Sindicato Médico del 
Uruguay. 


(Se retiran los representantes del Sindicato Médico del Uruguay) 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 28 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


